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1.
El tema que se me ha propuesto ha merecido a lo largo de los años tal grado de atención de la Doctrina que puede llegar a parecer de poco interés ingresar una vez más en su consideración.

Sin embargo, su indudable trascendencia y la constatación de la  existencia de renovados empujes que cuestionan la necesidad de la congruencia como componente imprescindible del ejercicio de la misma Jurisdicción, nos permiten felicitar a las autoridades del Instituto por su inclusión en estas Jornadas. 
Poner una vez más en el ámbito de la discusión de un Congreso de Derecho Procesal las relaciones que deben existir entre la acusación y la sentencia penal, aparece entonces como un acierto que nos obliga a trabajar al respecto, como siempre debería ser, en forma constructiva.

2. 

Las características que debe tener la relación entre la acusación y la sentencia penal no importan, en principio, algo distinto de plantearse hasta donde debe respetarse la regla que impone al dictado de las sentencias el respeto de la congruencia.

Sin perjuicio de destacar y recomendar, entre lo más novedoso, los muchos estudios que sobre la congruencia de las sentencias presentaron distinguidos colegas en el todavía reciente libro publicado en Homenaje a nuestro Maestro Adolfo ALVARADO VELLOSO, y también sin perjuicio de recordar por ejemplo el excelente artículo que bajo el título de “Iura novit curia: antiguo aforismo, nueva perspectiva” publicara Gustavo CALVINHO en uno de los últimos números de la Revista Uruguaya de Derecho Procesal, entiendo pertinente remontarme, una vez más, a un trabajo que presente hace algunos años en el tomo II de “Estudios del Código General del Proceso”.

3.
Sin ingresar ahora en toda la historia de la congruencia, recordaba entonces que la ahora tan común expresión “congruencia de las sentencias” fue introducida en el mundo de las disposiciones jurídicas por el art. 350 de la Ley de Enjuiciamiento Española de de 1881, que modificó parcialmente el art. 61 de la anterior ley de 1855. 

En el entendido de la moderna doctrina procesal, la regla de la necesaria congruencia de las sentencias establece que toda sentencia debe corresponderse con el objeto del proceso, lo que en lenguaje llano se traduce en que ella no debe dejar de resolver todo lo que comprende tal objeto ni debe resolver algo que no se encuentre comprendido en el mismo.

Según se advierte, inevitablemente estos conceptos nos conducen a analizar aquello con lo cual se debe “corresponder” toda sentencia, esto es, el “objeto del proceso”.

4.

Y bien, en ese trabajo de hace ya unos cuantos años y que se apoyaba en las ideas de nuestro recordado compañero y Maestro del Derecho Procesal Dante BARRIOS DE ANGELIS, decía que el objeto del proceso es un problema que debe resolver el tribunal, el que – describiéndolo – consiste en una insatisfacción jurídica cuya eliminación se solicita a ese Tribunal, y que se encontraría originada por el perjuicio que resultaría de una alegada falta de adecuación de cierta realidad a lo que establecería el Derecho. 


De resolver el Tribunal que efectivamente es cierta esa alegada falta de adecuación entre la realidad y lo que establece el Derecho, ese Tribunal eliminará la insatisfacción jurídica (y por lo tanto el perjuicio) mediante la correspondiente adecuación de dicha realidad, lo que, según el caso, se logrará bien por una mera declaración de certeza, o bien por una declaración de certeza más la constitución de una nueva situación jurídica sustancial o bien por una declaración de certeza más una condena.

Si ahora nos detenemos en lo expuesto advertiremos que dicho objeto se puede descomponer en cierta realidad – ciertos “hechos” – que habrían existido, en ciertas normas de Derecho que también existirían, y, finalmente en un petitorio o “petitum” o “requisitoria”, por el que se solicita o una mera declaración, o una declaración más la constitución de una nueva situación jurídica sustancial, o una declaración más una condena (y al objeto de esta presentación debemos prestar particular atención a esto último, en cuanto el petitorio no sólo comprende una solicitud de condena, sino también y previamente a ello pero formando igualmente parte de ese petitorio pues no puede haber condena sin declaración previa, la solicitud de que se declare que la existencia de determinados hechos se subsume dentro de norma determinada).

Respecto al primero de dichos elementos, es decir los hechos o la “plataforma fáctica” como a veces se suele referir, parece hoy día bastante indiscutible que solamente integran el objeto del proceso aquellos hechos aportados por los interesados principales, esto es, por el actor y demandado del proceso contencioso y por el gestor del proceso voluntario. Y ello aunque, en realidad, en un proceso contencioso de principio tales hechos son solamente aportados por el actor, desde que lo único que puede hacer el demandado es rechazar la existencia o inexistencia de aquellos hechos alegados por el actor, sin añadir otros salvo excepciones que se presentan en algunos Derechos Positivos como el uruguayo, por ejemplo respecto a la prescripción extintiva o a la excepción de contrato no cumplido, que en tales Derechos solo pueden ser alegadas por el demandado. 


Una solución diferente tiene lugar respecto al segundo elemento, es decir respecto a las normas de Derecho cuya existencia también integra ese objeto del proceso, por cuanto merced a la regla que se suele expresar con el brocárdico “iura novit curia” (salvo cuando, como admiten algunas legislaciones, las partes pudieran solicitar al Tribunal que falle por equidad), no sólo las reglas de Derecho identificadas por las partes integran el objeto del proceso, sino que en realidad todo el Derecho Positivo integra dicho objeto, aún cuando no hubiere sido mencionado o invocado por las partes.


Finalmente, el tercer elemento del objeto del proceso, es decir el petitorio o “petitum” o requisitoria que debe aceptarse o rechazarse por el Tribunal (y sin perjuicio naturalmente de una reconvención), solamente puede ser propuesto por el actor; de donde la mera declaración, o la declaración más la constitución de una nueva situación jurídica sustancial, o la declaración más la condena, que el Tribunal aceptará o rechazará, solamente pueden emanar del actor del proceso contencioso o del gestor del proceso voluntario.     

5.

Todo lo anterior respecto a la manera como se delinea el objeto de un proceso jurisdiccional responde, claro está, a una concepción garantista del proceso jurisdiccional, conforme a la que resulta esencial para poder hablar de “jurisdicción” y de “proceso jurisdiccional” que el Tribunal sea imparcial, y por ende que no intervenga en la formación de ese objeto del proceso.


Pareciera, empero, que al admitirse la vigencia de la regla “iura novit curia” se podría de alguna forma quebrar tal imparcialidad. Mas, como intentaremos demostrar, si dicha regla se aplica correctamente la imparcialidad del tribunal y el debido derecho de defensa en juicio no se ven conmovidos.

6.


Pues bien, en línea contraria a lo expuesto, se ha sostenido - aunque casi nunca explícitamente - que el Tribunal debería intervenir en la formación del objeto del proceso, particularmente cuando se trata de procesos penales.


Es cierto que no se suele hacer cuestión - al menos hoy día - respecto a que el Tribunal no debe intervenir en la determinación de cuales son los hechos, vale decir la “plataforma fáctica”, que integran tal objeto del proceso a resolver por el mismo Tribunal (aunque como veremos muchas veces bajo el fundamento de la regla “iura novit curia” lo que en realidad se está haciendo es introducir en el objeto del proceso hechos no incluidos por el Fiscal en la acusación).

Y tampoco se suele en principio hacer cuestión respecto a que el petitorio solamente puede formularse por el actor, y que el Tribunal no puede resolver sobre algo no solicitado por este (sin perjuicio de que también a este respecto veremos que, bajo el fundamento de la señalada regla “iura novit curia”, lo que en oportunidad realmente se hace por los jueces es modificar el petitorio o petitum o requisitoria del Acusador). 


En cambio si se suele señalar - y particularmente cuando se trata de los procesos penales - que en virtud de la regla “iura novit curia” el Tribunal debe intervenir, con independencia de lo requerido por las partes, en la calificación jurídica de los hechos en que se funda el petitorio. 

De esta forma, por ejemplo, se dice que en razón de dicha regla si  según el Tribunal el Fiscal cometió un error al solicitar una condena por ciertos hechos que calificó como delito de hurto, pero que configurarían una rapiña, sin añadir otros hechos a los ya alegados en la acusación ese Tribunal podría condenar por un delito de rapiña. 


Asimismo, en otro ejemplo, se dice que cuando según el Tribunal un Fiscal se equivoca al solicitar una pena, pidiendo una condena por una pena de menor entidad al mínimo correspondiente al delito, o una condena a una pena de distinta naturaleza a la de dicho delito, en virtud del “principio de legalidad” y en conjunción con el “iura novit curia”, el Tribunal debería condenar a la pena correcta.
7.

Pues bien, en todos estos ejemplos y en otros más a los que nos referiremos, la solución no suele ser la que se quiere imponer alegándose que se trata de aplicar la regla “iura novit curia”, puesto que, como veremos, en ellos no se aplica correctamente dicha regla, sino que en realidad lo que se está haciendo es o introduciendo hechos que no fueron alegados en la acusación o bien modificando el petitorio o petitum o requisitoria formulado por el fiscal.

Veamos para confirmar este acierto algunos ejemplos.

Supongamos, siguiendo un ejemplo propuesto por Santiago GARDERES, que al indicar los hechos sobre los que funda su acusación el Acusador expresa que no medió en cierto hecho inducción sobre el funcionario público por parte del acusado (por no haber existido ni instigación ni persuasión), y por lo tanto ese Acusador descarta que haya existido el delito de concusión (art. 156 del citado Código Penal uruguayo), solicitando que se declare que existió un delito de conjunción del interés personal y del público (art. 161 de dicho Código Penal) y que se aplique la pena correspondiente. 
No obstante, el juez entiende que si existió inducción y por lo tanto descarta el delito de conjunción del interés personal y del público y, en cambio, declara que existió concusión, aplicando la pena correspondiente, aunque sin superar el límite de pena requerido por el fiscal.

En este primer ejemplo ese juez violó doblemente la regla de la congruencia. 
Y la violó porque por un lado incluyó en el objeto del proceso a resolver un hecho que el acusador no había incluido - la existencia de una instigación o persuasión dirigida por el acusado al funcionario público - y, en segundo lugar, porque modificó el petitorio planteado, en tanto lo que se había solicitado en el petitum, antes mismo de la condena a una concreta pena, era una declaración de existencia del delito de conjunción del interés personal y del público y no una declaración de existencia de un delito de concusión.

¿Qué debió haber hecho el juez, aún cuando a su criterio podría haber existido instigación? Pues considerar, al margen de lo que el mismo pudiere pensar, si los hechos que alegaba el acusador - al margen nuevamente de que pudieren haber existido otros hechos que el acusador no incluyó - podían fundar el petitorio de declaración del delito que ese acusador solicitó (vale decir, la declaración de que existió conjunción del interés público y privado). Si los hechos que configuraban este último delito estaban probados, aún cuando hubieren otros más que a su juicio podrían haberse alegado por el acusador pero que no se alegaron, el juez debió declarar que existió una conjunción del interés público y privado y aplicar la pena solicitada por el Fiscal. Y si los hechos alegados por el acusador no permitían a su juicio declarar que existió ese delito de conjunción del interés público y privado, pues entonces debió absolver.  
Veamos otro ejemplo. 
El acusador relata los hechos que configuran un delito de homicidio, indicando entre ellos que medió en el acusado intención del matar a la víctima, y por lo tanto pide que se declare que existió homicidio doloso y se aplique la pena correspondiente. El Juez entiende que no existió tal intención de matar a la víctima y declara que existió un homicidio culposo, aplicando la pena prevista para este último.
En este segundo ejemplo el juez también viola la regla de la congruencia, por cuanto en los hechos relatados en la acusación no se encontraba comprendido que el acusado hubiere actuado sin intención de matar, sino exactamente lo contrario (la intención o falta de intención atribuida a la conducta configura en última instancia una cuestión de hecho cuya alegación sólo puede realizar el acusador), y, además, por cuanto en el petitorio el acusador no solicitó que se declarara la existencia de un delito de homicidio doloso, sino la existencia de un delito de homicidio culposo.

Por lo tanto, y al menos en tanto en forma subsidiaria no se hubiere solicitado por el fiscal la declaración de que existió un delito de homicidio culposo, el juez debió absolver al acusado. 

Sigamos con un tercer ejemplo.

Supongamos ahora que el acusador relata hechos que incluyen una intención de matar a la víctima pero que no pasan de lesiones graves, y sin embargo en lugar de pedir que se declare que existió un delito de homicidio en grado de tentativa, erróneamente solicita que se declare que existió un delito de lesiones graves. Sin embargo, atendiendo a los hechos comprendidos en la acusación el juez declara que existió un delito de homicidio en grado de tentativa, condenando a una pena que no superando la requerida por el fiscal por el delito de lesiones graves se encuentra dentro de los límites previstos para el delito de homicidio en grado de tentativa.

  En este tercer caso el juez no violenta la regla de la congruencia en cuanto a los hechos sobre los que debía resolver, mas se aparta de la regla de la congruencia respecto al petitorio, en cuanto si bien no se apartó de la pena peticionada, la declaración que el acusador solicitó había sido la de la comisión de un delito de lesiones graves y no la de comisión de un delito de homicidio en grado de tentativa. 
¿Qué debió hacer el juez?

En primer lugar no podía apartarse de los límites del petitorio del acusador, que referían concretamente a una declaración de comisión de delito de lesiones graves, pero si prescindiendo de la intención homicida el Juez entendía que los hechos podían de todas formas encuadrase al menos en un delito de lesiones graves (esto es, intención de causar lesiones graves, al margen de que ello hubiere sido para obtener a través de tales lesiones un resultado muerte), debió declarar que al menos existió este delito de lesiones graves y condenar por su comisión como lo pedía el Fiscal.
Un cuarto ejemplo entre la enorme variedad de los que se podrían presentar podría ser el de aquel fiscal que relata ciertos hechos que configurarían un delito de hurto, y luego pide que se declare que existió tal delito de hurto, pero solicita o bien una pena inferior o bien una pena distinta a la prevista en la ley para ese delito de hurto (por ejemplo, solicita una condena a dos meses de prisión cuando el mínimo es tres meses, o solicita una pena de multa cuando solamente esta prevista la prisión).

En este cuarto caso, ¿qué debería hacer el juez para respetar el principio de congruencia?

Pues lo cierto es que, aunque cuando a primera vista pudiere sembrar el desconcierto, para respetar la regla de la congruencia el juez estrictamente debería absolver al acusado.

8.

Si las anteriores conclusiones fueren correctas, cabe entonces preguntarse cuando es que debe operar legítimamente la regla “iura novit curia”.


Se trata de que los márgenes de su legítima aplicación son mucho más estrechos que los que muchas veces se mencionan.

Fuera de que los antecedentes más aceptados de este brocárdico o aforismo solamente indican que las partes no deben insistir demasiado ante el juez discutiendo cuales son las normas jurídicas existentes ni como deben interpretarse, sino más bien concentrarse durante el debate en la discusión de los hechos, y prescindiendo también de que está regla no siempre se encuentra explícitamente recogida en los Códigos Procesales (como no está recogida de esa forma, por ejemplo, ni siquiera en el moderno Código General del Proceso del Uruguay, pese a las anteriores propuestas de COUTURE en cuanto a explicitarla), lo que si puede afirmarse es que los márgenes de su legítima aplicación demarcan una posibilidad de actuación mucho más limitada de la que muchas veces se indica.


Conforme a esta regla, además de los hechos que deben delimitar las partes (particularmente el actor y excepcionalísimamente el demandado) y del petitorio que sólo puede plantear el actor, integran el objeto del proceso todas las normas jurídicas positivas.


¿Implica ello que en virtud de esta regla del “iura novit curia”, al pronunciarse sobre el petitorio un juez puede rechazar la calificación jurídica de los hechos que en su petitorio la parte solicita que se declare y además, en su lugar, declarar que esos hechos deben ser calificados de una manera distinta? 

¿Podría en su mérito y como ejemplo, decir un Juez que en virtud de los hechos alegados no se presenta en el caso el supuesto de responsabilidad contractual alegado por el actor, y en su lugar declarar que se presenta un supuesto de responsabilidad extracontractual y condenar en virtud del mismo? 


Pues no, dado que entonces sería incongruente con el petitorio planteado en el objeto del proceso sometido a su resolución, en tanto aquello sobre lo que ese Juez debe pronunciarse - afirmativa o negativamente - es exclusivamente respecto al petitorio que se le formuló (en el caso una declaración de existencia de responsabilidad contractual), sin poder, en caso de pronunciarse negativamente al respecto, efectuar además una declaración que no se le solicito (que existe responsabilidad extracontractual).

Entonces, ¿a que habilita esta regla?


Pues tan solo a algo mucho más limitado, que puede concretarse señalando que lo que en su mérito puede el Juez es individualizar correctamente la fuente de aquellas reglas de Derecho que fue mal individualizada por las partes (por ejemplo, indicar que la responsabilidad contractual cuya declaración requiere la parte esta recogida en cierto artículo de una ley y no en el que equivocadamente señaló esa parte), y, naturalmente, interpretar las disposiciones jurídicas en la forma que entiende que corresponde, sin estar atado a la que propongan las partes.

9.
Siguiendo las líneas del actualmente denominado activismo judicial, aunque muchas veces ni siquiera se es conciente de ello, algunas legislaciones han autorizado a los jueces a apartarse de esta regla de la congruencia.

Así por ejemplo el art. 246 del Código del Proceso Penal de Uruguay de 1980, establece que “La sentencia no podrá superar el límite de la pena requerida por el Ministerio Público. No obstante, si, por error manifiesto, la pena requerida es ilegal, el Juez la individualizará de acuerdo con la ley, con circunstanciada exposición de los fundamentos pertinentes”.

Estrictamente esta disposición lo que está permitiendo es solamente que en caso de entender que efectivamente los hechos alegados y probados configuran el delito que el acusador solicita que se declare, si el fiscal pidió en su mérito una condena a pena inferior en entidad pero de la misma naturaleza o de distinta naturaleza a la que establece la ley penal, el Juez eleve esa entidad de la pena hasta el mínimo previsto en la ley penal para ese delito, o adecue la naturaleza de la pena a la establecida en esa ley.

Empero, en la práctica no solamente se ha actuado la norma de esa manera, sino que incorrectamente se la ha empleado, además, para declarar que el delito que se ha cometido es otro diferente del que el fiscal solicitó que se declarara, lo cual, como se advertirá, no surge autorizado por dicha disposición (ante lo que se ha dicho, incorrectamente como se ha visto, que ello se hace entonces no en función de esta norma sino del principio “iura novit curia).

Por su parte, el art. 322 del “Código Procesal Penal Modelo para Iberoamérica” del Instituto Iberoamericano de Derecho Procesal, explícitamente va más allá del art. 246 del Código del Proceso Penal de Uruguay, proponiendo, también en claro apartamiento de la congruencia, que “La sentencia de condena no podrá sobrepasar el hecho y las circunstancias descriptas en la acusación y en el auto de apertura del juicio, o, en su caso, en la ampliación de la acusación. En la condena, el tribunal podrá dar al hecho una calificación jurídica distinta de aquella de la acusación o de la del auto de apertura del juicio, o aplicar penas más graves o medidas de seguridad, siempre que no exceda de su propia competencia”. No obstante, en solución que aunque sin duda atenúa la gravedad del apartamiento también es pasible de críticas como las que en su momento indicara CALVINHO, la disposición propuesta agrega que: “Empero, el acusado no puede ser condenado en virtud de un precepto penal del invocado en la acusación, comprendida su ampliación, o en el auto de apertura del juicio, si previamente no fue advertido sobre la modificación posible de la calificación jurídica; la regla comprende también a los preceptos que se refieren solo a la pena y a las medidas de seguridad y corrección”.

En cambio y solamente para poner un ejemplo diferente, en solución correcta el art. 108 del nuevo Código del Proceso Penal aprobado para Uruguay en 1997, pero que nunca entró en vigencia, bajo el título de “Principio de Congruencia” se establecía que: “La sentencia no podrá imponer pena ni medida de seguridad sin previa petición fiscal, ni superar el límite la pena requerida por el Ministerio Público”.

10.

En conclusión, el debido respeto a la regla de la congruencia, necesariamente establecido en todo sistema procesal que requiera la imparcialidad del Tribunal y el debido derecho de defensa (que en realidad definen justamente al Proceso Jurisdiccional, al punto que sin ellos el proceso no será verdaderamente jurisdiccional), no permite ninguno de los apartamientos que en la práctica hemos visto tienen lugar, ni aún alegándose que ellos no son tales apartamientos de la congruencia sino solamente el resultado de aplicar la regla “iura novit curia”. 


Y ello no puede hacerse porque como hemos tratado de demostrar, esta última regla en absoluto los autoriza.

 
Es cierto, bien cierto, que la aplicación correcta de la regla de la congruencia crea una fuerte carga de trabajo, de estudio y de análisis, sobre los abogados, sean o no fiscales, quitándole a los tribunales la posibilidad de remediar, en forma tutorial de dichos aborados, los errores en que puedan incurrir, pero los gravísimos fundamentos que exigen que esa regla de la congruencia sea siempre respetada obligan necesariamente a las precedentes conclusiones.

